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b) Título: Servicios de soporte a usuarios del sistema BAS.
c) Boletín o Diario Oficial y fecha de publicación del anun-

cio de licitación: Número 206 de 21 de octubre de 2005.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes.
4. Presupuesto base de licitación: Ochenta y cinco mil

ochocientos euros (85.800,00 euros).

5. Adjudicación.
a) Fecha 19 de diciembre de 2005.
b) Contratista: Arión Grupo de Tecnologías Avanzadas S.A.
c) Nacionalidad: España.
d) Importe de adjudicación: ochenta y cinco mil ocho-

cientos euros (85.800,00 euros).

Sevilla, 13 de enero de 2006.- El Secretario General, Ignacio
Ortiz Poole.

5.2. Otros anuncios5.2. Otros anuncios5.2. Otros anuncios5.2. Otros anuncios5.2. Otros anuncios

CONSEJERIA DE GOBERNACIONCONSEJERIA DE GOBERNACIONCONSEJERIA DE GOBERNACIONCONSEJERIA DE GOBERNACIONCONSEJERIA DE GOBERNACION

ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso de
alzada interpuesto por doña Angeles González Ortiz,
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno en Má-
laga recaída en el expte. MA-117/03-BO.

De conformidad con lo dispuesto en el articulo 59.5 de la
Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-
rrente doña Angeles González Ortiz, de la resolución adoptada
por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo
interpuesto, contra la dictada por el Delegado de Gobierno de
la Junta de Andalucía en Málaga, por la presente se procede a
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su
domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla a catorce de noviembre de dos mil cinco.

Visto el recurso de alzada interpuesto y con base en los
siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Por la Delegación del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Málaga se dictó resolución el día 25 de agosto
de 2004, en el procedimiento sancionador MA-117/03-BO,
considerando probado que el día 14 de octubre de 2003, doña
Angeles González Ortiz, se encontraba vendiendo cupones de
los denominados OlD (Organización Impulsora de Discapaci-
tados) en la vía pública, C/ Mármoles 51 de Málaga, sin po-
seer la correspondiente autorización administrativa que ampa-
rase su venta. En el mismo acto fueron intervenidos y puestos
a disposición de la Delegación del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Málaga 105 cupones que portaba consigo.

Los hechos descritos suponen la comercialización, distri-
bución o mantenimiento de material de juego, que conforme
al articulo 6.3 de la Ley 2/86, de 19 de abril, del Juego y
Apuestas en la Comunidad Autónoma de Andalucía requiere
autorización administrativa previa. Estos hechos se conside-
ran en la referida resolución, a tenor del articulo 30.4 de la
misma Ley, como infracción leve, sancionándose en la cuan-
tía y teniendo en cuenta las circunstancias de graduación se-
ñaladas en el articulo 31 del mismo texto legal, con multa de
150 euros.

Segundo. La interesada interpuso recurso de alzada, cu-
yas alegaciones, que ya han sido anteriormente formuladas

en otros recursos interpuestos por vendedores, en síntesis, son
las siguientes:

- La OID es una asociación legalmente constituida e ins-
crita en el Registro de Asociaciones, que para realizar su acti-
vidad abona desde 1994 el impuesto de actividades económi-
cas, cuota nacional.

- El 15.4.1994 mediante escrito presentado ante el Minis-
terio de Hacienda solicitó autorización para la celebración de
un sorteo a través de un mecanismo similar al utilizado por la
Lotería Nacional y el cupón pro-ciegos.

- Por Resolución del Organismo Nacional de Loterías y
Apuestas del Estado (ONLAE) de 20.4.1994 se desestima la
solicitud, interponiendo la Organización recurso ordinario, y
luego recurso contencioso-administrativo y recurso de amparo
ante el Tribunal Constitucional, que en la actualidad se en-
cuentra pendiente de resolver. De todo esto deduce que la
ONLAE al conocer la petición se está declarando competente
por razón de la materia.

- Existen, como consta en el reverso del cupón, delegacio-
nes de la OID por toda las comunidades autónomas, lo que
supone una organización en el ámbito nacional. Por esto, a
tenor del articulo 5 del Real Decreto 2069/1999, de 30 de
diciembre, que atribuye a la ONLAE la autorización de sor-
teos, loterías y rifas cuyo ámbito se extienda a todo el territorio
nacional, corresponde al Estado la autorización del juego.
Cuestionada esta competencia por algunas comunidades au-
tónomas, el Tribunal Constitucional ratificó la competencia del
Estado en esta materia en razón de su competencia en Ha-
cienda General y el interés supra autonómico de la materia.
Esto ha motivado que por algunas comunidades se hayan dic-
tado resoluciones declarándose incompetentes por ser la OID
una organización que opera en todo el territorio nacional. Hay
que tener en cuenta que las propias leyes autonómicas, referi-
das al juego, limitan su eficacia al ámbito territorial de la Co-
munidad.

- Al ser el juego desarrollado por la OID de ámbito territo-
rial muy superior al de la Comunidad de Andalucía, esta es
incompetente para resolver, siendo, por ello, la resolución del
procedimiento sancionador nula de pleno derecho, conforme
al articulo 62.1b) de la Ley 30/1992 al haberse dictado la
resolución por órgano manifiestamente incompetente por ra-
zón el territorio. Unicamente cabria la competencia sanciona-
dora de la Comunidad si además de la autorización de la
ONLAE para todo el territorio nacional fuera preceptiva una
autorización de cada Comunidad para que los boletos pudie-
ran venderse en su territorio, lo que supondría que cada co-
munidad pondría a la OID y a los vendedores sanciones inde-
pendientes lo que conculcaría el principio non bis in ídem.

- Aparte de estos argumentos contra la resolución, men-
ciona que se trata de un mero trabajador que sigue las ins-
trucciones de la empresa, y no teniendo el deber de estar al
corriente de la situación de ésta, no es responsable de sus
incumplimientos. Concurre por su parte la circunstancia de
buena fe.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competen-
te, por delegación del Excmo. Sr. Consejero de Gobernación
realizada por Orden de 18 de junio de 2001 (BOJA núm. 79,
de 12.7.2001), para conocer y resolver el presente recurso, a
tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (en adelante LRJAP-PAC), y
39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la Comuni-
dad de Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del
Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de
Consejerías, el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que
se aprueba la Estructura Orgánica de la Consejería de Gober-
nación, modificado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo.

Tal competencia es ejercida por delegación de la Sra.
Consejera de Gobernación realizada por Orden de 30 de junio
de 2004 (BOJA núm. 140, de 19 de julio), modificada median-
te la Orden de la misma Consejería de Gobernación de 29 de
abril de 2005 (BOJA núm. 93, de 16 de mayo).

Segundo. Sobre la incompetencia de la Junta de Andalu-
cía para perseguir este tipo de infracciones administrativas, la
recurrente la fundamenta en el artículo 5 del Real Decreto
2069/1999 que establece que es competencia exclusiva de la
entidad pública empresarial Loterías y Apuestas del Estado la
autorización de la organización y celebración de sorteos, lote-
rías, rifas, combinaciones aleatorias y, en general, cualquier
apuesta cuyo ámbito de desarrollo o aplicación exceda de los
límites territoriales de una concreta Comunidad Autónoma, y
las apuestas deportivas, sea cual sea su ámbito territorial, así
como la liquidación de las tasas correspondientes.

No puede tener acogida este motivo de nulidad de la re-
solución sancionadora, toda vez, que en el caso de nuestra
Comunidad Autónoma, nada más claro para esclarecer el tema
de la competencia, que la Sentencia de la Sala en Sevilla del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 26 de noviem-
bre de 1999, referida a la misma organización, que señala
que «No hay incompetencia de la Comunidad Autonómica
aunque el cupón OID tenga un ámbito superior a aquélla, pues
una cosa es la competencia para autorizar el juego y otra el
ejercicio de la potestad sancionadora que tiene encomenda-
da la Junta de Andalucía con carácter exclusivo en el aparta-
do B 1.i) del Anexo 1 del RD 1710/1984 de 18 de julio, para el
control, inspección y en su caso, sanción administrativa de las
actividades del juego dentro de su ámbito territorial». En este
mismo sentido, se refiere una Sentencia del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid (Sala de lo Contencioso-Administrativo),
de 29 de junio de 1999, ante unos hechos semejantes y don-
de la parte demandada era la referida organización, y en la
que fundamentaba su recurso en la incompetencia de la Co-
munidad de Madrid para sancionar, aludiendo a que se trata-
ba de una competencia estatal. El Tribunal desestimó el recur-
so, al considerar que, al ser competencia de la Comunidad,
transferida por el cauce determinado, por lo cual «Su consta-
tación ha tenido lugar en el territorio de la Comunidad de Madrid
y por tanto resulta competente para sancionar al recurrente».

La sentencia del Tribunal Supremo de 22 de junio de 2004
(rj 2004/4815), manifiesta: «La argumentación de la entidad
demandante se basa en que es una organización inscrita en
el Registro Nacional de Asociaciones del Ministerio del Inte-
rior que opera en todo el territorio del Estado. Que para el
cumplimiento de sus fines ha promovido el sorteo denomina-
do Boleto del Discapacitado, para el que solicitó autorización
administrativa al Ministerio de Economía y Hacienda, que le
fue denegada, denegación frente a la que recurrió ante la Ju-
risdicción Contencioso-Administrativa. Que tiene delegaciones
en doce Comunidades Autónomas, en las que ha puesto en
marcha el mencionado sorteo, que es una lotería que se desa-
rrolla a nivel nacional y sobre el que la Comunidad Autónoma

carece de competencias, por lo que la sanción impuesta es
nula de pleno derecho por manifiesta falta de competencia.

Sin más datos que los que la propia entidad recurrente
proporciona en la demanda es ya evidente que su pretensión
debe ser desestimada. En efecto, la actora reconoce paladi-
namente que en el momento en que fue sancionada estaba
desarrollando un sorteo sin autorización administrativa, pues-
to que le había sido denegada la autorización solicitada al
Ministerio de Economía y Hacienda, cuya competencia la actora
sostiene en este recurso, al igual que lo fue la que solicitó al
gobierno canario. Por consiguiente, sin necesidad de dilucidar
a qué Administración, si a la del Estado o a la autonómica,
corresponde la competencia para autorizar dicho juego o apues-
ta, es claro que la Organización Impulsora de Discapacitados
puso en marcha el Boleto en cuestión en territorio canario
pese a carecer de la preceptiva autorización administrativa y
estaba desarrollando, por tanto, una actividad ilegal. Así las
cosas, frente a un sorteo que se desarrolla sin autorización, es
indiscutible la competencia de la Administración autonómica
para perseguir y sancionar semejante actividad ilegal en virtud
de la competencia sobre la materia en su territorio a la que se
ha hecho referencia, como destacó la Administración en su
contestación a la demanda. Esto es, para que efectivamente
pudiera la entidad actora aducir la incompetencia de la Admi-
nistración autonómica debería contar previamente con la co-
rrespondiente autorización del Ministerio de Economía y Ha-
cienda para celebrar el referido sorteo. No puede, en cambio,
pretender la actora que una solicitud ante el citado Ministerio,
denegada por éste, pudiera determinar la incapacidad de la
Administración autonómica para perseguir en su territorio el
desarrollo de una actividad ilegal en materia de su competen-
cia por la sola circunstancia de que ella entienda que se trata
de un sorteo de ámbito nacional y la referida denegación de la
autorización por la Administración del Estado estuviese im-
pugnada ante la jurisdicción Contencioso-Administrativa en el
momento de desarrollarse los hechos»

En este sentido la reciente sentencia del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Extremadura de 18 de mayo de 2005 (jur
2005/141128) dice en su fundamento de derecho segundo:
«la parte actora parte de la competencia sancionadora de la
Administración General del Estado en atención a la celebra-
ción de un sorteo en todo el territorio nacional y a que dicha
Administración sería la competente para conceder la autoriza-
ción para la lotería que pretende desarrollar, pero precisamen-
te es la inexistencia de autorización para la celebración de
dicho sorteo lo que pone de manifiesto la ilegalidad de la ac-
tuación de la actora, y conlleva que la Junta de Extremadura
sea competente para inspeccionar y controlar la realización de
una lotería en su territorio que carece de autorización, vulne-
rando las competencias de la Comunidad en materia de jue-
go. Es decir, la actora pretende apoyarse en que realiza un
sorteo de ámbito nacional cuando justamente lo que se acre-
dita es que carece de autorización para celebrar un sorteo de
esas características, y ante la falta de cobertura de la actua-
ción que pretende ejercitar la demandante, en este caso, en
esta Ciudad de Cáceres, se realiza una actividad ilegal que
afecta a las competencias en materia de juego que ostenta la
Comunidad Autónoma de Extremadura, lo que la hace com-
petente para sancionador con arreglo al marco normativo esta-
blecido en la Ley del Juego de Extremadura. Frente a lo manifes-
tado por la actora no estamos ante una sanción impuesta por la
realización de un ilícito en todo el territorio nacional, sino la com-
probación de un hecho constitutivo de infracción dentro del terri-
torio de la Comunidad de Extremadura, y con vulneración de la
regulación de la Ley 6/98, de 18 de junio, del Juego de Extrema-
dura, siendo los órganos administrativos de la Junta de Extrema-
dura los competentes para sancionar los hechos constitutivos
de infracción dentro de su territorio».

Ante la descripción detallada de los criterios jurispruden-
ciales, sólo cabe reseñar que los sorteos que realiza la OID,
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necesitan la autorización administrativa por parte de la Admi-
nistración donde se desarrolle la celebración del sorteo. Así, el
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con sede en Sevi-
lla, ha resuelto mediante sentencia de fecha 22 de enero de
2002 un recurso de apelación interpuesto contra la sentencia
136 del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 3 de
Sevilla, de fecha 16 de abril de 2001, ante unos hechos igua-
les a los que dan origen al presente expediente sancionador, y
donde señala la citada resolución judicial, que «(...)la venta
de cupones mediante precio cierto y determinado, con los que
se obtiene un premio en metálico si el número de ellos consig-
nado coincide con los números premiados en el sorteo de la
ONCE, constituye una de las modalidades de juego descritos
en el artículo 4.1.e) de la Ley del juego andaluza, y por tanto
se exige para la venta de tales boletos o cupones la obtención
propia de la correspondiente autorización administrativa en
los términos que reglamentariamente se determinen, boletos,
además, que según el artículo 6.1 deberán ajustarse a los
modelos homologados, que tendrán la consideración de ma-
terial de comercio restringido, reputándose, según el articulo
28.1 infracción muy grave la organización y práctica de un
juego sin la debida autorización administrativa». Sigue argu-
mentando la sentencia que «(...)la ausencia de autorización
administrativa por el órgano competente, en este caso estatal,
no excluye la potestad sancionadora de la Administración au-
tonómica asumiendo una competencia transferida y cuya ley
reguladora no excluye tal supuesto cuando la infracción sea
cometida en su territorio, siempre que los hechos, como suce-
de en el caso presente, estén tipificados en la norma - art. 4.1
en relación con el 7.1.», por lo que hay que concluir que las
posibles competencias estatales no impiden el ejercicio de la
competencia sancionadora autonómica, competencia que le
viene expresamente atribuida por el artículo 13.33 del Estatu-
to de Autonomía, y tratándose de una actividad que ha sido
ejercitada dentro del territorio de la Comunidad, dicha acción
es calificada como una infracción leve conforme lo dispuesto
en el artículo 30.4 de la Ley 2/86, de 19 de abril, de Juegos y
Apuestas en Andalucía, que recoge como tal el incumplimien-
to de los requisitos o prohibiciones establecidos en esta Ley.

Tercero. Respecto de la alegación relativa a la exención de
la responsabilidad de la vendedora, basada en que el deber
del cumplimiento de la norma corresponde a la empresa orga-
nizadora del juego, debe tenerse en cuenta que el cargo que
se le imputa es consecuencia de la infracción del articulo 6.3
de la Ley 2/1986, del Juego y Apuestas de Andalucía, en el
cual se contempla que la comercialización, distribución y man-
tenimiento del material del juego requerirá autorización
administrativa previa, por tanto la responsabilidad debe acha-
carse a quien realiza la conducta descrita, en este caso, a la
vendedora de los cupones de la OID sin tener autorización
para ello. A este respecto el articulo 130.1 de la Ley 30/1992
recoge la responsabilidad por las infracciones administrativas
aun a titulo de simple inobservancia.

De todas formas en la determinación del importe de la
sanción, que se fija en 150 euros, se han considerado las
circunstancias de atenuación que concurren la falta, pues es-
tablecida en el articulo 31.1 de la citada Ley 2/1986 una multa
para las faltas leves, como la que se imputa, de hasta 601
euros, aquel importe, 150 euros, se comprende en la escala
mínima que corresponde a esta clase de infracciones.

Por cuanto antecede, vista la Ley 2/86, de 19 de abril,
del juego y apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía, y demás normas de general y especial aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso interpuesto por doña Angeles González
Ortiz, confirmando, en todos sus extremos, la resolución recurrida.

Notifíquese al interesado, con indicación expresa de los
recursos que procedan. El Secretario General Técnico PD (Or-
den de 30.6.04), Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrati-
vo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al
de su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Sevilla, 11 de enero de 2006.- El Jefe del Servicio, Manuel
Núñez Gómez.

ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso de
alzada interpuesto por don José Antonio Benítez Aranda,
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno en
Málaga recaída en el expte. MA-136/03-BO.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la
Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-
rrente don José Antonio Benítez Aranda la resolución adopta-
da por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo
interpuesto, contra la dictada por el Delegado de Gobierno de
la Junta de Andalucía en Málaga, por la presente se procede a
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su
domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

 «En Sevilla a catorce de noviembre de dos mil cinco.

Visto el recurso de alzada interpuesto y con base en los
siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Por la Delegación del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Málaga se dictó resolución el día 10 de septiem-
bre de 2004, en el procedimiento sancionador MA-136/03
BO, considerando probado que el día 23 de octubre de 2003,
don José Antonio Benítez Aranda, se encontraba vendiendo
cupones de los denominados OID (Organización Impulsora de
Discapacitados) en la vía pública, C/ La Bola, de Ronda (Má-
laga), sin poseer la correspondiente autorización administrati-
va que amparase su venta. En el mismo acto fueron interveni-
dos y puestos a disposición de la Delegación del Gobierno de
la Junta de Andalucía en Málaga 71 cupones que portaba
consigo.

Los hechos descritos suponen la comercialización, distri-
bución o mantenimiento de material de juego, que conforme
al articulo 6.3 de la Ley 2/86, de 19 de abril, del Juego y
Apuestas en la Comunidad Autónoma de Andalucía requiere
autorización administrativa previa. Estos hechos se conside-
ran en la referida resolución, a tenor del articulo 30.4 de la
misma Ley, como infracción leve, sancionándose en la cuan-
tía y teniendo en cuenta las circunstancias de graduación se-
ñaladas en el articulo 31 del mismo texto legal, con multa de
150 euros.

Segundo. El interesado interpuso recurso de alzada, cu-
yas alegaciones, que ya han sido anteriormente formuladas


